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ACTUALIZACIÓN DE INFORMACIÓN SOBRE LAS MEDIDAS ADOPTADAS  PARA COMBATIR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER CORRESPONDIENTES  A LOS AÑOS 2011 – SEPTIEMBRE 2012

TEMA 1:

VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y SEGURIDAD CIUDADANA

SEPTIEMBRE 2012

I. ASPECTOS GENERALES DEL INFORME

Situación actual de la mujer y cambios producidos 

Situación demográfica. Al Año 2012, la población alcanza los 15.1 millones de habitantes, de los cuales el 51 % son mujeres. De este porcentaje el  39 % son indígenas; el 60 % mestiza y el 1% pertenecen a otras etnias. La esperanza de vida en las mujeres es de 74 años en tanto que para los hombres es de 71 años.  

El nivel educativo, es uno de los factores que mayormente afecta a la población en general, pero particularmente a las mujeres. El analfabetismo, se concentra en el área rural y en la población indígena. Según datos del Comité Nacional de Alfabetización  indican que en el año 2010 el porcentaje de analfabetas  alcanzó el 57%.  En cuanto a la educación escolarizada,  la tasa neta de cobertura en todos los niveles sobrepasa el 90%.  En el nivel básico y diversificado la cobertura es  del 30 y 20% respectivamente, en este último, la cobertura de mujeres es menor.  Pese a la persistencia de estos altos índices puede decirse que ha habido avances con relación a años anteriores. Sin embargo los retos se orientan no sólo a cobertura, sino calidad en el sistema educativo. 

El fenómeno de la educación se encuentra estrechamente relacionado con los problemas de salud  y  salud reproductiva, en el año 2010 se reportaron más de 47 mil casos de embarazos en adolescentes y niñas de entre 10 y 19 años, concentrándose en los departamentos con mayores niveles de pobreza como Alta Verapaz, Huehuetenango y San Marcos; y para octubre del 2011,  se totalizaron 25,676 embarazos en adolescentes.  Frente a este problema, las acciones de  protección a menores  y fortalecimiento de la educación sexual, son determinantes.  Es por ello que el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social en coordinación con el Ministerio de Educación  están implementado un Programa de Salud Reproductiva cuyo objetivo es reducir los índices de mortalidad materna e infantil,  y propiciar mayor accesibilidad de los servicios de salud reproductiva a mujeres y hombres, partiendo de la educación. En cuanto a las enfermedades de transmisión sexual los casos de VIH avanzado y VIH, el Centro Nacional de Epidemiología muestra que un 50% de los casos reportados de VIH son de mujeres entre 20 a 39 años las más afectadas y un 5%  por transmisión de madre a hijo.   En cuanto a VIH avanzado o sida el 29% corresponden a casos notificados en mujeres.

En lo que respecta a trabajo remunerado,  la poca o escasa posibilidad de obtener un mejor y bien remunerado empleo, según la Encuesta Nacional de Empleo e Ingreso del 2010 las mujeres constituyen el 36.25% de la población económicamente activa, siendo el 42.3% del área urbana,  ocupadas, mayoritariamente, en el comercio y la industria de la manufactura, a través de las maquilas. Pese al aporte femenino a la economía nacional, las mujeres continúan recibiendo remuneraciones menores por igual trabajo  realizado por los hombres.

En lo que se refiere al  problemas de Violencia en Contra de la Mujer está presente, sin embargo  se puede indicar que este es uno de los temas a los que se ha puesto mayor atención, empieza a reflejar datos que permiten ver que el acceso de las mujer a la justicia va por  el camino de no impunidad. El Organismo Judicial, informa que de enero 2011 a junio de 2012 las sentencias dictadas  a hombres condenados y absueltos en los tribunales de sentencia penal de delitos de femicidio y otras formas de violencia contra la mujer,  arrojaron los siguientes datos, de un total de 230 casos,  se emitieron 196 sentencias condenatorias y 34 sentencias absolutorias, la mayoría de estas sentencias, se obtuvo al aplicar la Ley de Femicidio.  En cuanto a la tasa de homicidios reportada en el 2008 que era 46 por cada cien mil habitantes, ha habido disminución significativa al año 2011 con el 38.6.  Derivado de lo anterior, aunque se ha avanzado se requiere del fortalecimiento de las capacidades y del número de efectivos en la Policía Nacional Civil (PNC), y de importantes mejoras en el sistema de justicia guatemalteco.
II. Seguimiento a la implementación del Programa  Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género y el Plan Estratégico de Acción de la CIM

a) Situación jurídica, política y socioeconómica 

El Estado de Guatemala reafirma su compromiso con la erradicación de la violencia sexual, la explotación y la trata de personas en el país, La violencia en contra de las mujeres y el Femicidio, frente a lo cual el Estado guatemalteco ha adoptado e implementado una serie de acciones con ese fin:  

Situación jurídica
De conformidad a la recomendación  emitida  por el comité de Expertas (OEA/Ser.L./11.7.10 MESECVI/CEV/. Doc. 139/10. Dic. 2011) en donde hicieron algunas recomendaciones, tales como:  Debe superarse el vacío en la legislación en cuanto a introducir el acoso sexual como delito. (Art. 2, 3, 6,7. Lit. C Convención Belén Dio Pará) En principio, el Estado de Guatemala entiende que La Ley contra la Violencia Sexual y la Ley de Femicidio, se complementan para asegurar la sanción de las conductas que atenten contra  la integridad sexual de las mujeres. Sin embargo, también identifica como desafío, el establecimiento de un tipo penal que permita sancionar adecuadamente el acoso sexual.  

Como parte del proceso de implementación de las leyes, se requiere una serie de  mecanismos, instrumentos y herramientas para  la adecuada  aplicación de las mismas. En el año 2012 Mediante Acuerdo Gubernativo,  No. 46-2012 del Ministerio de Gobernación quedó instituida la Comisión Presidencial para el Abordaje del Femicidio en Guatemala (COPAF), adscrita a la Presidencia de la República. En razón del papel sustantivo  asignado a la Policía Nacional Civil,  en  aspectos de seguridad, de participación en los procesos de investigación, cumplimiento de las órdenes de captura, y atender la violencia en contra de la mujer, en ese contexto el Ministerio de Gobernación,  crea  la figura de la Comisionada para la Reforma Policial, quien tiene bajo su responsabilidad, levantar el perfil de los elementos policiales, propiciar la capacitación y la instrumentación que estos precisen para cumplir con el mandato que les fue dado y para lo cual fueron contratados.  En ese mismo Ministerio y Acuerdo Ministerial, se crea La Fuerza de Tarea contra el Femicidio, adscrita al Ministerio de Gobernación, cuyo principal propósito tiene el contribuir en la investigación de los casos de femicidio de alto impacto, principalmente de aquellos ocurridos en contextos de ataques armados relacionados con las acciones del crimen organizado.
Acceso a la justicia por parte de las mujeres

A fin promover el acceso a la justicia a las  mujeres, se crean las siguientes herramientas:  La práctica del Protocolo Interinstitucional contra la Explotación Sexual y Trata de Personas, para garantizar a las víctimas, una efectiva e integral restitución de sus derechos, mediante una atención especializada a través de una coordinación interinstitucional.  

En 2011 se crea el Protocolo Interinstitucional para la Repatriación de Víctimas de Trata de Personas, el cual  establece dos procesos de asistencia especializada para la repatriación: i) Para personas menores de edad; y, ii) Para personas adultas. Asimismo, se establecen dos rutas claras, con sus respectivas directrices, para la repatriación de nacionales guatemaltecos hacia Guatemala y de personas extranjeras que hayan sido víctimas de esta realidad social en Guatemala.
El Ministerio Público, cuenta con un nuevo modelo de gestión, para la distribución del trabajo por especialidades a través de unidades que concentran sus acciones en una etapa del proceso y coordinan entre sí, siendo éstas: i) Unidad de Decisión Temprana, en donde se recibe, clasifica y analiza el caso; ii) Unidad de investigación, en donde se concentran los esfuerzos para contar con el mayor número de pruebas; iii)  Unidad de Litigio, a la cual le corresponde acudir a todas las audiencias previas al juicio y al debate en juicio oral y público.  El Modelo de Atención Integral de Víctimas de Delitos –MAI-,  fue incorporado en la Fiscalía Metropolitana, por medio del Acuerdo Interno del MP No  60-2011.   El  modelo cuenta con redes de derivación, las cuáles funcionan al igual que las de las Oficinas de Atención a la Víctima –OAV-.  De tal modo que el 10 de septiembre del año 2010, se  publica el Acuerdo Interno del Ministerio Publico,  número 41-2010, en donde se emite el Reglamento para uso de la Cámara Gesell dentro del sistema del proceso penal, como una herramienta para mejorar la persecución penal, así como la reducción de la victimización, secundaria sobre todo en casos de violencia sexual, a fin de garantizar el bienestar de la víctima del delito.  El Programa de Asistencia Legal Gratuita a Mujeres Víctimas de Violencia y sus Familiares del Instituto de Defensa Pública Penal (IDPP), de conformidad con los artículos 19 y 21 de la ley de la materia,  a la fecha ha atendido más de 54,383 casos de distintas aéreas legales, de los cuales se han concluido en su totalidad el 84 %.  Actualmente  han habido requerimientos de asistencia legal gratuita con pertinencia cultural desde su instauración.  El IDPP cuenta con 10 sedes, ubicadas en 8 departamentos de los 22 existentes en el país, así mismo  tienen 13  traductores oficiales, que hablan 13 de los idiomas  mayas de Guatemala. En el año 2011, fue elaborado el Manual de Atención y Referencia a Víctimas de Delitos a Red de Derivación
, para casos de violencia sexual y violencia contra la mujer; la ficha de referencia y otra de seguimiento de casos. A través de estos instrumentos se pretende informar y sistematizar la atención a víctimas. Así también en los años 2010 y 2011, se preparó la Guía para las Intervenciones Psicológicas en el acompañamiento a Mujeres en el Debate y la Guía para medir Riesgos en Casos de Violencia Contra la Mujer. Es importante destacar que tanto la ley “Contra el  Femicidio y otras Formas de Violencia en Contra de la Mujer,” y la ley de “Violencia Sexual Explotación y Trata de Personas”, han sido ampliamente divulgadas y distribuidas masivamente en diferentes niveles. CONAPREVI, por su parte publicó una versión comentada de la Ley de Femicidio, para una interpretación sencilla. 
Capacitación y sensibilización. 

Se ha dado énfasis a la capacitación  y sensibilización a  operadores de justicia y personal de la Policía Nacional Civil, para garantizar la aplicación adecuada de las leyes que sancionan la violencia en contra de la mujer  y con miras a la unificación de la interpretación de la búsqueda de la debida aplicación de la Ley para el Combate de la Violencia Sexual y la Trata, especialmente a operadores de justicia. Acción que ha sido coordinada con las instituciones encargadas de la aplicación de las leyes  y en estrecha coordinación con la SVET, COPAF y CONAPREVI, de igual forma y de conformidad a su mandato, estos mecanismos han podido brindar asesoría y acompañamiento técnico. 

Desde el punto de vista  jurídico- político, el Estado de Guatemala reafirmó su compromiso con la dotación de herramientas para el combate a la impunidad en casos de violencia contra la mujer y Femicidio, como quedó demostrado en la acción de constitucionalidad planteada en contra de la Ley de Femicidio. En el  expediente 3009-2011, se tramitó una acción de constitucionalidad planteada por particulares, en contra de esta ley, ante la Corte de Constitucionalidad,  aduciendo que colisionaría con el derecho a la igualdad y el mandato de imperio de la ley. El Tribunal Constitucional resolvió el 23 de febrero de 2012, declarar la acción, sin lugar. 

b) Lineamientos sobre las políticas públicas y avances legislativos. 

Cumplimiento a los compromisos internacionales 

Dentro de los avances,  más relevantes, se informa la ratificación del  Estatuto de Roma que el Congreso de la República de Guatemala, realizó el 26/01/2012. Acto con el cual el Estado guatemalteco, confirma su adhesión a la Corte Penal Internacional, el instrumento de adhesión, ya  fue presentado ante la sede de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), en Nueva York  habiendo cumplido con el último paso para integrarse plenamente a la CPI.  Con esta ratificación, el país admite que esa Corte pueda juzgar delitos de lesa humanidad (guerra, genocidio, terrorismo) sin efecto retroactivo.  La Corte de Constitucionalidad (CC) opinó que ningún artículo reñía con la Constitución Política.  El Estatuto entró en vigor el 1 de julio del año en curso. Este nuevo compromiso requiere del Estado, un nuevo ajuste a las acciones programáticas, especialmente en lo que al Organismo Judicial se refiere. 

c) Programas y actividades realizadas específicamente para la integración de la perspectiva de género en las políticas públicas

Para el año 2011, la SEPREM, diseñó una estrategia de intervención departamental para la implementación de  la  Política Nacional de Promoción y Desarrollo Integral de las Mujeres y el Plan de Equidad de Oportunidades 2008-2023. Actualmente se cuenta con 22 diagnósticos departamentales sobre el abordaje de los derechos sexuales y reproductivos.  

Otro factor determinante ha sido el tema presupuestario para la cobertura programática de las mujeres a nivel institucional, en ese contexto la Secretaría Presidencial de la Mujer formuló y propuso el Clasificador Presupuestario con enfoque de Género y Étnico, herramienta diseñada  para la estructuración de presupuestos con enfoque de género y étnico, la cual es aplicable a cualquiera de los presupuestos institucionales. Producto de esta acción en el 2011 el Congreso de la República emite el Decreto 33-2011 y en su artículo 41,  incluye la utilización del Clasificador Presupuestario e instruye a las entidades nacionales el utilizarlo en los próximos ejercicios fiscales dentro de sus procesos de planificación técnica y financiera, acciones que promuevan la equidad entre hombres y mujeres, de los pueblos mayas, garífuna, xinkas y mestizos y la reducción de brechas de desigualdad entre hombres y mujeres. 

Así también la Comisión de la Mujer del Congreso de la República, presentó la iniciativa de Ley No 4399, para modificar la Ley Orgánica del Presupuesto, para que en ésta quede firme la inclusión de la equidad de género en el Presupuesto Nacional.  En tanto esta iniciativa se aprueba, conjuntamente con el informe se presentará la solicitud al Congreso de la República, para la emisión de otro Acuerdo Legislativo, para que las instituciones continúen aplicando el clasificador presupuestario. 

d) Lineamientos sobre las políticas públicas y avances legislativos y los programas de desarrollo para implementar plan estratégico. 
Erradicación de la pobreza

El plan de Gobierno actual está constituido por 5 ejes principales, Seguridad Democrática y Justicia; Desarrollo Económico competitivo; Infraestructura Productiva y social para el Desarrollo, Inclusión social, Desarrollo Rural sostenible.  Dentro del mismo ha definido su  estrategia operativa en el marco de 3 pactos,  i) Pacto Hambre Cero, Orientado a la articulación de  esfuerzos, planes y proyectos que se realizan en materia de seguridad alimentaria y nutricional por parte de la intencionalidad pública, con especial énfasis en las capacidades que tienen los gobiernos locales.  En este esfuerzo, los gobiernos locales, las instituciones de Estado, otras instituciones y organizaciones sociales en las diferentes comunidades y municipios del país. ii) El Pacto por la Seguridad, la Justicia y la Paz, cuyo fin es alcanzar de manera participativa, los compromisos institucionales, sectoriales y personales necesarios para mejorar la seguridad de los ciudadanos, sus bienes y su entorno, fortalecer el sistema de justicia y concretar acciones que conduzcan a la consecución de la paz y la armonía entre todos los guatemaltecos y por último  iii)  Pacto Fiscal y Competitividad. Referido al ordenamiento y maximización de los recursos públicos.
Educación

El tema de la violencia ha abarcado al sector estudiantil, por ello es que el 2011 se inicia la implementación del Protocolo de Identificación Atención y Referencia de Casos de Violencia dentro del Sistema Educativo Nacional. En el 2012, se definen dos estrategias dentro del Ministerio de Educación: i) Estrategia de Prevención de la Violencia y Construcción de Ciudadanía, ii) Estrategia para la Institucionalización del marco de Derechos Humanos, Equidad de Género y Equidad Étnica en el Ministerio de Educación. Así mismo cuentan con una campaña radial y escrita, denominada “ALTO  al acoso escolar,  Prevengamos la violencia Convivamos en Armonía”. Adicionalmente cuentan con dos herramientas oficiales, ambas relacionadas con el tema de denuncia, una denominada “Procedimiento Atención a Quejas” (sat-pro-2) y la otra Procedimiento “Identificación, atención y referencia de casos de racismo, acoso y violencia en el sistema educativo nacional”  (iar-pro-01). 

La  participación de la mujer en las estructuras de poder y de toma de decisiones; y, Participación 

Política de las Mujeres

En aras de hacer modificaciones a las estructuras políticas y económicas del país, fue necesario incrementar la participación de mujeres en las distintas esferas de la sociedad, principalmente en espacios de toma de decisiones, pese a estos esfuerzos, los principales partidos políticos  persisten en mantener un reducido número de mujeres dentro de sus comités ejecutivos.  

En el 2011 el Tribunal Supremo Electoral, indica que el padrón electoral, sufrió una variación y es que las mujeres aptas y registradas para ejercer el voto, ascendió al 51% de los votantes.  Esta diferencia generó que la presencia de mujeres en la elección de 2011, fueran mayoritariamente. Caso contrario se dio en los procesos de participación para ser electa, siendo que el 14% de las candidaturas a nivel nacional fueron representadas por mujeres, a nivel local únicamente alcanzaron un 6%.  La participación para optar a una curul en el Congreso de la República, es inferior a ese porcentaje, más bajo aún en el Parlamento Centroamericano y por último Presidencia y Vicepresidencia de la República.  Sin embargo un hecho histórico en nuestro país ha sido que una mujer ocupa uno de los más altos cargos de elección popular, la Vicepresidencia de la República.
Salud

El Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social por medio de la Unidad de Atención de la Salud de los Pueblos Indígenas e Interculturalidad diseño la Propuesta para el procedimiento Integrado de Atención de Denuncia, esta propuesta ha sido validada en Hospitales y Centros de Salud  en 4 departamentos del país, se pretende que sea implementada en todo el país, aunado a ello, han reactivado el número de atención 1507 para cualquier denuncia.
d) Descripción de las medidas llevadas a cabo para prevenir sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, así como de las acciones para implementar la “Convención Interamericana para Prevenir Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer” 

Eliminación de la violencia

Uno de los Ejes de la Política Nacional de Promoción y Desarrollo Integral de la Mujer, corresponde a la erradicación de la violencia contra las mujeres, el cual contempla la protección, respeto y cumplimiento de los derechos humanos de las mujeres. Un avance al respecto ha sido que durante el año 2011 se elaboró:  i) El Memorial de Respuesta  de la Acción de Inconstitucionalidad planteada contra la Ley de Femicidio y otras Formas de Violencia Contra la Mujer (exp. 309-2011); ii) Memorial AMICUS CURIAE acompañamiento y asesoría jurídica para presentar el memorial ante la corte de Constitucionalidad relacionada al expediente 309-2011.   También se brindó acompañamiento y asesoría jurídica en la audiencia concedida a CONAPREVI.  SEPREM por su parte, brindó asesoría en la elaboración de la propuesta de Protocolo para la Detección y Referencia de casos de Violencia dentro del Sistema Educativo Nacional.  CONAPREVI realizó el diplomado “Proceso de Formación de Derechos Humanos de las Mujeres, dirigido a agentes de la Policía Nacional Civil, oficinas de Atención a la Víctima y Unidad de Género del departamento de Chimaltenango”.  

Otras acciones sobre el tema, ha sido la elaboración de la ruta a seguir por los bufetes populares en atención y referencia de casos de violencia contra la mujer; la Propuesta de Acuerdo Ministerial que aprueba los lineamientos de gestión de la estrategia de  educación integral en sexualidad y prevención de la violencia; Capacitación a funcionarios públicos tanto del Ejecutivo como del Organismo Judicial, el Ministerio Público y el INACIF, estas acciones han fortalecido la coordinación interinstitucional.  Se incrementó el número de Centros de Atención integral, CAIMUS,  a la fecha se encuentran funcionando 7 centros y en proceso de aprobación dos más. Se está realizando un proceso  de evaluación de estos centros a fin de determinar que % de mujeres atendidas ha logrado salir del círculo de la violencia y ha alcanzado una mejor calidad de vida.  Actualmente se está realizando la reingeniería en la CONAPREVI, a fin de fortalecer su papel como ente del Estado.      En razón de que el abordaje de la violencia se focalizado más en acciones reactivas y muy poco sobre la prevención, la SEPREM actualmente está coordinando el proceso de  construcción del Plan de articulado interinstitucional, para el abordaje de prevención de la violencia, con participación de todos los mecanismos del Organismo Ejecutivo que por mandato atienden el tema de violencia.  Y a nivel territorial se están realizando un plan piloto en 4 departamentos del país con las Oficinas Municipales de la Mujer,  lo que se pretende con este plan es contar con un pacto Municipal de Prevención de la Violencia.  Aunado a ello, se está capacitando a las OMMs en temas relacionados a violencia, marco legal nacional e internacional, la Política Nacional de Promoción y Desarrollo Integral de las Mujeres articulado con los tres pactos del gobierno.  Como resultado de esta acción se realizarán además 6 Encuentros Regionales con OMM y para concluir en el marco del Día Internacional de la Violencia  se realizará un encuentro nacional de OMMs.

ACCIONES FUTURAS PARA AVANZAR EN LA APLICACIÓN DEL PROGRAMA INTERAMERICANO SOBRE LA PROMOCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LA MUJER Y LA EQUIDAD E IGUALDAD DE GÉNERO Y PLAN ESTRATÉGICO DE LA CIM

Fortalecimiento del Programa de Asistencia Legal Gratuita

Uno de los retos del Instituto de la Defensa Pública Penal, es el incremento presupuestario para lograr la cobertura nacional con la instalación de 37 localidades en donde el Organismo Judicial ha establecido sus centros de justicia.  Para su cumplimiento, se requeriría el establecimiento de 27 nuevas sedes a efecto de promover el acceso a la justicia de las mujeres víctimas de violencia.  Del presupuesto asignado que tiene, el Instituto destinó el  14.5% de su presupuesto para mantener el servicio de las 10 sedes donde funciona el programa de Asistencia Legal a la Víctima.  

Información estadística 

En el tema de unificación de la información estadística, los  retos por atender son: i) crear dentro de la estructura del INE, la unidad ejecutora del sistema; ii) Dar seguimiento y continuidad al esfuerzo ya iniciado, lo cual significa  a) revisar los indicadores; y en su caso, redefinirlos, b) priorizar aquellos que deben responder a los compromisos internacionales y aquellos requeridos para evaluar la eficacia de los planes establecidos para la prevención y erradicación de la violencia contra la mujer;  iii) La  búsqueda de financiamiento para la dotación de recursos en apoyo a las instituciones que no cuentan con sistemas de registro, dentro del proyecto del  Sistema Nacional de Información sobre Violencia contra la Mujer SNIVCM. 

Apertura de Nuevos Centros de Atención Integral

Para el 2012, se tiene prevista la inversión de Q9,700,000.00  para el funcionamiento e instalación de nuevos CAIMUS. El cumplimiento de esta acción está estrechamente relacionada con el proceso de monitoreo, indicado en el párrafo anterior y responde a lo estipulado el artículo 16 de la Ley contra el Femicidio y otras Formas de Violencia contra la Mujer. Decreto 22-2008 del Congreso de la República de Guatemala, en cuanto a la obligación del Estado, de garantizar el acceso, la pertinencia, la calidad y los recursos financieros humanos y materiales, para el funcionamiento de los Centros de Apoyo Integral para la Mujer sobreviviente de violencia. En este sentido, será la Coordinadora Nacional para la Prevención de la Violencia Intrafamiliar y Contra la Mujer –CONAPREVI- en coordinación con el Ministerio de Gobernación, quien impulsará su creación y dará acompañamiento, asesoría técnica y monitoreo, a las organizaciones de mujeres, que los administren.  Otro de los desafíos para el Estado de Guatemala, es buscar la provisión de opciones distintas para la protección a testigos, a fin de que no se distraigan los recursos destinados a los albergues de los CAIMUS, con esa finalidad. El Estado de Guatemala, ha iniciado la recopilación de insumos para poder determinar líneas de acción en ese sentido. 

TEMA 2:

RENTABILIDAD SOCIAL DE LA INVERSIÓN EN INFRAESTRUCTURA DE CUIDO

SEPTIEMBRE 2012

LA RENTABAILIDAD SOCIAL DE LA INVERSIÓN

 EN INFRAESTRUCTURA DE CUIDO

El Estado de Guatemala  informa sobre las inversiones que se han realizado para contrarrestar el fenómeno de la violencia en contra de las mujeres. 

Centros de Asistencia Integral  CAIMUS 

Dentro de las acciones concretas para apoyar a las mujeres que han sido víctimas de la violencia, se crearon y fortalecieron los Centros de Atención Integral conocidos por CAIMUS. Actualmente funcionan un total de 7 ubicados en los departamentos de Guatemala (1) Escuintla (2) Suchitepéquez (3) Baja Verapaz (4), Quetzaltenango (5) Chimaltenango (6) y Petén (7) se ha erogado un total de treinta y dos millones ochocientos sesenta y tres mil, seiscientos nueve quetzales (Q.32,863,609.00) en un período de 4 años,  correspondientes al periodo  dos mil ocho al dos mil once (2008-2011) con  un promedio de Q 8,215,902.00 por año para el funcionamiento de los 7 CAIMUS; los fondos  fueron asignados a través del Ministerio de Gobernación y  administrados por una Organización no Gubernamental de Mujeres, estos fondos fueron utilizados exclusivamente para la instalación, habilitación, gastos de funcionamiento y la contratación del personal. 
El apoyo técnico y el monitoreo en los CAIMUS ha sido función de la Coordinadora Nacional para la Prevención de la Violencia Intrafamiliar y contra las Mujeres CONAPREVI,  pese a ello, esta función a presentado algunos inconvenientes para su cumplimiento, razón por la cual se está en proceso de fortalecimiento la cual se inició con un proceso de reingeniería administrativa. En cuanto a la acción fiscalizadora de los fondos, es competencia específica de la Contraloría General de Cuentas, de conformidad a lo que establece la Constitución Política de la República de Guatemala, en sus artículos 232 y 241, así como lo indicado en la Ley Orgánica de la Contraloría General de Cuentas Decreto 341-2002 del Congreso de la República en los artículos 2 y 4.   La responsabilidad de las organizaciones de sociedad civil que administran los CAIMUS es rendir informes sistemáticos permanentes y con información actualizada sobre los avances y obstáculos en la aplicación del modelo integral propuesto, así como evidenciar los resultados alcanzados para erradicar la violencia en las mujeres que son atendidas. 

El Estado de Guatemala, está pendiente de habilitar  nuevas Iniciativas de CAIMUS, en los  departamentos de Chiquimula, El Progreso y Huehuetenango.  CONAPREVI continúa dando asesoría y acompañamiento para la gestión de espacio físico para su instalación, apoyo y coordinación con los gobiernos locales (Municipalidades y Consejos Departamentales de Desarrollo) y contacto directo con las organizaciones comunitarias que desean administrar los fondos previo a la firma del convenio tripartito entre el Ministerio de Gobernación, Organización de Sociedad Civil y SEPREM-CONAPREVI. 

El servicio brindado en los centros es el siguiente: a. Atención inicial: Esta es la primera reunión que se tiene con las mujeres que llegan por primera vez al CAIMUS, el objetivo de la  sesión es escucharlas las demandas de apoyo que requieran de conformidad por ellas identificado, posterior a ello, se les informa en qué consiste el apoyo y la asesoría que el Centro de Atención Integral, puede ofrecerles; b. Asesoría legal: profesionales jurídicas contratas para atender el CAIMU, les brinda asesoría y acompañamiento en los trámites legales que su caso amerite.  Adicionalmente se informa de los derechos que le asisten y las leyes que las protegen;  c. Apoyo psicológico: el área psicológica brinda apoyo emocional a las mujeres, a sus hijas e hijos, para superar las secuelas de la violencia en su contra.  Incluye además, atención en crisis y evaluaciones diversas según las necesidades de cada mujer; d. Apoyo social: este consiste en elaborar conjuntamente con la usuaria un plan de seguridad para eliminar riesgos, así mismo, se les apoya en la gestión y obtención de recursos externos que requieran. Se realiza una evaluación para determinar si el caso amerita que ingrese al albergue o no, y determinar la disponibilidad de la usuaria para permanecer en el mismo, así como acompañamiento al momento de que realicen diversas gestiones ante instancias públicas y privadas; e. Atención médica: el examen médico se ofrece a las mujeres que están afectadas físicamente como consecuencia de la violencia que han vivido, tanto ellas como sus hijas e hijos. El médico coordina apoyo externo cuando sea necesario y que no puede ser proporcionado dentro del Centro; f. Grupos de apoyo y autoayuda: los grupos están conformados por mujeres sobrevivientes de violencia, que desean compartir con otras mujeres su problemática y la manera en que han encontrado soluciones. La participación en estos grupos es voluntaria y se conforman varios grupos según las necesidades de las mujeres; g. Albergue temporal: Los CAIMUS de Guatemala, Escuintla y Quetzaltenango son los que cuentan con este servicio.  Las mujeres que corren mucho riesgo y que no cuentan con apoyo familiar, son ingresadas al albergue temporal, éste por razones de seguridad, se encuentra en un lugar separado del centro de atención, su ubicación no se da a conocer por la misma razón.  En los albergues las mujeres tienen tiempo para reflexionar y a llevar a cabo los trámites que sean necesarios para garantizar su seguridad y la de sus hijos e hijas. Los CAIMUS donde no hay albergues, trabajan coordinadamente con organizaciones de sociedad civil y las redes de derivación, para la prestación del servicio de albergue temporal;  h. Apoyo telefónico: Se brinda 24 horas los 365 días al año. Estas emergencia están atendidas por una encargada de turno que lleva a cabo las gestiones necesarias para brindar apoyo a las mujeres que lo solicitan. 

Se reconoce que a la fecha se identificaron algunos obstáculos por parte de la instancia administradora, relacionadas con los procesos de registro e información específica sobre el funcionamiento de los CAIMUS, de igual forma se identificaron algunas limitaciones en los procesos de supervisión y monitoreo a la instancia administradora de los recursos, lo cual se refleja en los registros y reportes existentes, que no facilitan la identificación de los vacíos u obstáculos y avances que los CAIMUS puedan presentar en cuanto a su funcionamiento. 

Por esa razón, es que el Estado de Guatemala, estima prioritario evaluar monitorear e identificar logros y obstáculos en el servicio que se preste en los CAIMUS, a fin de introducir las reformas que se estime necesarias, para que dicho servicio sea efectivamente el adecuado para contribuir a romper el círculo de la violencia de la mujer. 

Albergue para mujeres relacionadas con la trata de personas

En razón de la problemática particular que presentan las mujeres víctimas de explotación sexual y trata, en  el año 2011, se instaló el primer albergue  para víctimas de trata de personas, con el objetivo de proveer un hogar temporal a niños, niñas y mujeres víctimas de este delito, adicionalmente, se han realizado Conversatorios abiertos en los departamentos de Guatemala, Zacapa, Quetzaltenango y Puerto Barrios.
Programa de Restitución de Derechos

En el año 2011 se implementó  el “Programa de Restitución de Derechos”, que tuvo como objetivo: i) Atender y crear las condiciones favorables para la restitución de los derechos fundamentales de las victimas en relación a los derechos inherentes a la persona humana; ii) Impulsar conjuntamente con la victima un proyecto de vida, para ella y su familia, que le permita satisfacer sus necesidades básicas, emocionales y sociales; iii) Coordinar y fortalecer a las instituciones competentes, a efecto de unir esfuerzos en la atención integral a víctimas; iv) Crear instrumentos y procedimientos que faciliten el resarcimiento integral de las víctimas; y  v) Crear un equipo multidisciplinario para el Programa de Restitución de Derechos disciplinario con funciones de diagnosticar la situación, necesidades y expectativas de las victimas para elaborar un plan de acción y seguimiento en la restitución de sus derechos. 

Inversión presupuestaria en el sistema de justicia 

Asignación presupuestaria en el Presupuesto General de Ingresos y Egresos de Estado para el Ejercicio Fiscal 2011 (Decreto 54-2010), se etiquetaron 20 millones de quetzales (equivalentes a US$2.6 millones) para el Fortalecimiento de la Fiscalía de la Mujer, que conoce los delitos de violencia contra la mujer y delitos sexuales.
El Instituto de la Defensa Pública Penal en el  2010 por Acuerdo 1-2010, habilitó los Juzgados de Primera Instancia Penal de Delitos de Femicidio y otras formas de Violencia contra la Mujer y el Tribunal de Sentencia Penal de Delitos de Femicidio y otras formas de Violencia contra la Mujer, en tres departamentos del país.   Así mismo la creación de la Sala de Apelaciones.  Esta infraestructura se caracteriza por que es atendida con pertinencia cultural y da acompañamiento adecuado a la víctima que se auto identifica como perteneciente a una etnia, que requiere intérpretes, debiendo ser éste personal capacitado y sensibilizado.  Actualmente el – IDPP - cuenta con intérpretes que hablan y entienden 13 de los 22 idiomas mayas que se hablan en Guatemala, aunado a ello se han promovido las relaciones de coordinación con otras instituciones como  la Defensoría de la Mujer indígena, - DEMI - ,  La Academia de Lenguas Mayas de Guatemala, La Comisión Presidencial Contra la Discriminación y el Racismo para Pueblos Indígenas, CODISRA, las cuales contribuyen a garantizar la atención adecuada a las víctimas que soliciten los servicios.  

A principios del 2012, se instalaron dos Tribunales y Juzgados Especializados sobre el Femicidio, en dos de los departamentos de la República de Guatemala, donde se registran altos índices de violencia.  

Adicional a lo anterior, fueron habilitados  nuevos  Juzgados de Primera Instancia Penal y Tribunales de Sentencia de Delitos de Femicidio y otras formas de Violencia contra la Mujer en, Alta Verapaz y Huehuetenango. Los cuales entraron en funcionamiento, el 22 de febrero de 2012 (Acuerdo 12-2012).

En coordinación con el Organismo Judicial, se estableció el Juzgado de Paz Móvil, ubicado al frente de las instalaciones del Ministerio Público, en donde se pueden tramitar las medidas de seguridad por la vía electrónica al Juzgado de Paz de Turno que funciona en la Torre de Tribunales y la decisión judicial regresa por la misma vía, servicio brindado a las víctimas en horas inhábiles evitando de esta forma que la misma tenga que trasladarse a otra institución.   Este modelo de atención adicionalmente provee el kit de emergencia que contiene antibióticos y antirretrovirales para prevenir las infecciones de transmisión sexual y el VIH-SIDA.

En el año 2011, se fortaleció la Fiscalía de la Mujer en la ciudad de Guatemala, creando otra agencia con competencia para atender los casos de violencia contra la mujer. En el año 2012, se prevé la instalación de Fiscalías en Alta Verapaz y Santa Catarina Pínula.

Aspectos estadísticos

En el año 2011, se integró un equipo técnico consultor para el Sistema Nacional de Información sobre Violencia contra la Mujer  SNIVCM., con el propósito de revisar los archivos de datos remitidos por las instituciones integrantes del Sistema Nacional de Información sobre Violencia contra la Mujer SNIVCM y alimentar  la base de datos. Para ello se seleccionaron los archivos de datos de cinco instituciones (Organismo Judicial, Ministerio Público, Instituto de la Defensa Pública Penal, Instituto Nacional de Ciencias Forenses de Guatemala y Policía Nacional Civil), el resultado de este trabajo permitió tener recomendaciones para darle seguimiento al Sistema.  Actualmente,  se cuenta con información publicada del Organismo Judicial de Sentencias y en proceso de publicación y aprobación datos sobre denuncias realizadas en el Ministerio Público y evaluaciones clínicas realizadas por INACIF.


El INE como ente rector ha brindado asistencia técnica en las cuatro etapas del proceso estadístico; revisando bases conceptuales y metodológicas, clasificaciones, cobertura, variables investigadas, así como procedimientos y tecnología para recabar la información y la calidad de los datos reportados por las instituciones que integran el Sistema Nacional de Información sobre Violencia contra la Mujer SNIVCM.
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� Estas redes constituyen un conjunto multidisciplinar de organizaciones e instituciones gubernamentales y no  gubernamentales, nacionales e internacionales, personas voluntarias, que brindan atención a las víctimas de delitos y coordinan la intervención de las entidades que las constituyen con el fin de facilitar la atención integral que la víctima necesita para su recuperación psicobiosocial y su empoderamiento para la sobrevivencia.





